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Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero: la mayor transformación de la justicia en décadas

La Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, supone un punto de inflexión para la administración de justicia, al 
establecer un nuevo modelo organizativo basado en los Tribunales de Instancia, la Oficina Judicial y las Ofi-
cinas de Justicia en el Municipio. Este texto aborda sus antecedentes, la cogobernanza que está vertebrando 
su despliegue, la estructura y funciones de los nuevos órganos y su proceso de implantación. Finaliza con una 
valoración del nuevo modelo, que supone la mayor transformación de la administración de justicia desde el 
siglo xix, apoyada en los primeros datos de su funcionamiento.
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Basic Law 1/2025: a landmark reform of the justice system

Basic Law 1/2025 of 2 January represents a turning point for the justice system by introducing a new 
organisational model centred on courts of first instance, a judicial office and municipal justice offices

This article addresses the background to the new model and the co-governance framework that will oversee its 
implementation, the structure and functions of the new bodies as well as its implementation. It concludes with 
an assessment of the new model – which represents the most significant transformation of the justice system 
since the 19th century – based on preliminary operational data.
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1.	 Introducción

A lo largo de las últimas décadas, el sistema judicial español ha sido objeto de múltiples reformas 
y esfuerzos legislativos orientados a mejorar su eficiencia, accesibilidad y capacidad de respuesta. 
Sin embargo, la realidad cotidiana de los operadores jurídicos y de la ciudadanía, así como los 
datos de las estadísticas judiciales, revelan una paradoja persistente: pese al incremento sostenido 
de la inversión, los resultados en la mejora del sistema eran escasos. De ello se desprende que los 
desafíos de la administración de justicia no se limitaban a la cantidad de recursos asignados, sino 
que también afectaban a su gestión. 

En este contexto, a partir de 2020 se elaboraron tres textos legales orientados a una transfor-
mación integral de la administración de justicia, abordando tres dimensiones clave: la eficiencia 
procesal, la eficiencia digital y la eficiencia organizativa. En primer lugar, se aprobó el Real Decre-
to-ley 5/2023, que abordó una parte de las reformas procesales, en particular la reforma de los 
recursos de casación en todos los órdenes jurisdiccionales con el objeto de racionalizar el trabajo 
de las distintas Salas del Tribunal Supremo, introduciendo cambios clave en términos de eficiencia 
procesal, como la redefinición del interés casacional objetivo en el orden jurisdiccional social o la 
búsqueda de mayor claridad y previsibilidad en la admisión de recursos. En segundo lugar, el Real 
Decreto-ley 6/2023, que se centró en las reformas en materia de eficiencia digital orientadas a 
modernizar el servicio público de justicia, con medidas como la tramitación electrónica obligato-
ria, el expediente judicial electrónico, la ampliación del uso de sistemas seguros de comunicación 
electrónica, el uso como norma general de las videoconferencias y vistas telemáticas o la fijación 
de estándares para la necesaria interoperabilidad entre distintos sistemas digitales de justicia. Y, 
por último, la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, de medidas en materia de eficiencia del Servicio 
Público de Justicia, que culmina este proceso y aborda de forma integral el sistema organizativo.

Este nuevo modelo organizativo se basa en los principios de eficiencia, flexibilidad, homogenei-
dad y digitalización, y se vertebra sobre tres ejes: los Tribunales de Instancia, la Oficina Judicial 
y las Oficinas de Justicia en el Municipio, que serán analizados sucesivamente en las siguientes 
secciones.

Debe señalarse que esta norma se estructura en dos grandes bloques, el primero dedicado al 
establecimiento del nuevo modelo organizativo, objeto de este artículo; y el segundo centrado en 
la introducción de reformas de carácter procesal, que afectan a distintos órdenes jurisdiccionales. 

Entre estas reformas procesales destaca la introducción de los medios adecuados de solución de 
controversias (MASC) como requisito de procedibilidad en los ámbito civil y mercantil, con algunas 
excepciones vinculadas con la naturaleza o urgencia del proceso. Esta medida refleja una apues-
ta decidida para fomentar la cultura del acuerdo per se, y como vía para reducir la litigiosidad. 
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Los criterios interpretativos de aplicación de los MASC como requisito de procedibilidad tras su 
entrada en vigor el pasado 3 de abril deben fijarse por los órganos jurisdiccionales. Así, algunas 
Audiencias Provinciales han empezado a adoptar acuerdos no jurisdiccionales (Ourense, Tenerife, 
Girona), y varias Secciones de Audiencias Provinciales han resuelto recursos y se han pronuncia-
do mayoritariamente en favor del principio pro actione, evitando una interpretación restrictiva 
de la norma (autos de la Sección 8.ª de la AP de Alicante, de 18 de julio de 2025 —ROJ: AAP A 
253/2025—; Sección 6.ª de la AP de Málaga, de 23 de julio de 2025 —ROJ: AAP MA 538/2025—; 
Sección 7.ª de la AP de Asturias, de 7 de mayo de 2025 —ROJ: AAP O 443/2025—; Sección 6.ª 
de la AP de Málaga, de 6 de junio de 2025 —ROJ: AAP MA 535/2025—; Sección 5.ª de la AP 
de Murcia, de 11 de junio de 2025 —ROJ: SAP MU 1793/2025—; Sección 2.ª de la AP de Huelva, 
de 22 de septiembre de 2025 —recurso 1246/2025—; Sección 3.ª de la AP de Navarra, de 24 de 
septiembre de 2025 —recurso 1246/2025—, Sección 4.ª de la AP de Zaragoza, de 9 de junio de 
2025 —ROJ: AAP Z 1202/2025— y Sección 4.ª de la AP de Oviedo, de 25 de junio de 2025 —ROJ: 
AAP O 646/2025—).

2.	 Antecedentes normativos

La Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, culmina años de esfuerzos para transformar y modernizar 
el sistema judicial español. Distintos equipos ministeriales han mostrado interés en mejorar la 
eficiencia del servicio público de justicia y, en particular, en la idea de transitar de órganos uni-
personales a colegiados. Entre los antecedentes más relevantes, destaca el anteproyecto de Ley 
Orgánica del Poder Judicial de 2014, que contemplaba Tribunales Provinciales de Instancia.

Sin embargo, no ha sido hasta 2025 cuando se ha logrado aprobar una reforma de esta enverga-
dura, que permite dejar atrás un modelo del siglo xix, que tenía su reflejo en la Ley 38/1988, de 
28 de diciembre, de Demarcación y de Planta Judicial, y avanzar hacia un nuevo modelo adaptado 
a las necesidades sociales y económicas actuales. Y es que la organización del sistema judicial se-
guía basándose en un modelo de juzgados unipersonales con una división territorial tradicional, 
que generaba dificultades en la gestión de la carga de trabajo, encarecía los recursos y limitaba la 
especialización judicial.

La Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, supone un punto de inflexión al adaptar finalmente la 
estructura de los órganos judiciales a las necesidades de la sociedad contemporánea, superando 
un modelo decimonónico que resultaba claramente obsoleto.

3.	 Cogobernanza en la implantación del nuevo 
modelo organizativo

Como es sabido, la distribución de competencias en materia de justicia entre el Estado y las comu-
nidades autónomas se corresponde con la de un Estado descentralizado. En efecto, doce comuni-
dades autónomas tienen asumidas las competencias en materia de administración de la adminis-
tración de justicia, como acuñó el Tribunal Constitucional en su célebre sentencia 56/1990, de 29 
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de marzo. Las restantes, en cambio, no han asumido esa competencia, por lo que es ejercida por 
el Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes. Se trata de Castilla-La Mancha, 
Castilla y León, Extremadura, Murcia, Baleares y las ciudades autónomas de Ceuta y Melilla, a lo 
que se suman los órganos centrales (Tribunal Supremo y Audiencia Nacional). Esta distribución 
competencial determina también la responsabilidad en la implantación del nuevo modelo orga-
nizativo.

En este contexto, la cogobernanza se ha revelado como un elemento esencial en el proceso de 
implantación de la reforma. Con el objetivo de facilitar esta transformación, el Ministerio colabora 
activamente con las comunidades autónomas con competencias transferidas. Esta colaboración se 
centró en un primer momento en cuestiones tecnológicas, en el marco de los fondos europeos 
Next Generation, y se fue extendiendo a todos los ámbitos necesarios para homogeneizar la pres-
tación del servicio público de justicia en todo el territorio nacional.

Esta permanente colaboración se articula a través de diferentes órganos, entre los que me gustaría 
destacar la Conferencia Sectorial de la Administración de Justicia, que es el principal órgano de 
cooperación entre el Ministerio y las comunidades autónomas. En su seno se celebran reuniones 
periódicas para alcanzar acuerdos esenciales para la transformación del servicio público de jus-
ticia. Junto con ella, la Comisión Sectorial y los grupos de trabajo, con reuniones más frecuentes 
y un enfoque más técnico, están desempeñando un papel fundamental en la implantación del 
nuevo modelo organizativo.

En este sentido, conviene señalar que en el año 2022 la Conferencia Sectorial de la Administración 
de Justicia aprobó seis modelos de referencia, entre los que cabe destacar el modelo de referencia 
de la Oficina Judicial, que ha servido de base para su posterior desarrollo por cada administración 
competente.

Igualmente relevante es la labor del Comité Técnico Estatal de la Administración Judicial Electróni-
ca (CTEAJE). Un órgano esencial para fijar las pautas necesarias para asegurar la interoperabilidad 
de los sistemas y aplicaciones de la administración de justicia y la cooperación entre las distintas 
administraciones. 

Por último, también debe mencionarse la colaboración que se está manteniendo durante todo 
este proceso con el Consejo General del Poder Judicial y el Ministerio Fiscal, que son actores im-
prescindibles en este importante proceso de cambio.

Gracias a la implicación y colaboración activa de todos los actores institucionales, siendo funda-
mental el papel de la abogacía y la procura, el proceso de implantación se está desarrollando, 
como veremos más adelante, de forma uniforme en todo el territorio nacional. Un requisito indis-
pensable para garantizar su éxito.
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4.	 Tribunales de instancia 

4.1.	 Concepto y estructura

Como se ha anticipado, una de las principales novedades que introduce la Ley Orgánica 1/2025, 
de 2 de enero, es la creación de los Tribunales de Instancia, que suponen la integración de los 
juzgados unipersonales en un único órgano por partido judicial. Esta transformación implica pasar 
de 3931 juzgados unipersonales a 431 Tribunales de Instancia en todo el territorio nacional. 

Cada Tribunal de Instancia está compuesto por una o varias secciones que, a su vez, están integra-
das por una o varias plazas judiciales. La estructura mínima de todo Tribunal de Instancia es con 
una Sección Única, de Civil y de Instrucción (artículo 84 LOPJ). Además, pueden estar integrados 
por Secciones de Familia, Infancia y Capacidad, de lo Mercantil, de Violencia sobre la Mujer, de 
Violencia contra la Infancia y la Adolescencia, de lo Penal, de Menores, de Vigilancia Penitenciaria, 
de lo Contencioso-Administrativo y de lo Social.

La implantación de estos tribunales se realiza de forma progresiva y escalonada, conforme a lo 
previsto en la disposición transitoria primera de la ley, que establece distintas fechas de constitu-
ción en función de la tipología de juzgados existentes en cada partido judicial. El proceso se ha 
dividido en tres fases, de las cuales dos ya han concluido:

i.	 Fase I (1 de julio de 2025): afecta a partidos judiciales en los que únicamente existieran 
Juzgados de Primera Instancia e Instrucción y, en su caso, Juzgados de Violencia sobre la 
Mujer. Se trata de 315 partidos judiciales.

ii.	 Fase II (1 de octubre de 2025): afecta a los partidos judiciales en los que hubiera Juzgados 
de Primera Instancia, Juzgados de Instrucción y, en su caso, Juzgados de Violencia sobre la 
Mujer. Se trata únicamente de 16 partidos judiciales.

iii.	 Fase III (31 de diciembre de 2025): afecta al resto de partidos judiciales, que son los más 
grandes. Concretamente, a 100 partidos judiciales.

Asimismo, la disposición transitoria segunda regula la fecha de constitución del Tribunal Central 
de Instancia, a través de la transformación de los actuales Juzgados Centrales, que tendrá lugar 
también el 31 de diciembre de 2025. 

En la actualidad tras la implantación de las fases I y II, como veremos más adelante, se puede 
confirmar el buen funcionamiento y la mejora del modelo organizativo, especialmente cuando el 
territorio está completamente digitalizado. 

4.2.	 Nuevas funciones de la Presidencia de los Tribunales de Instancia

Los Tribunales de Instancia se configuran como estructuras colegiadas que, con respeto en todo 
caso al ejercicio individual de la potestad jurisdiccional, tenderán hacia una mayor uniformidad 
en la respuesta judicial a cuestiones iguales y en las prácticas procesales, evitando disparidades de 
criterios que no generan sino inseguridad jurídica. 
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Para avanzar en esta dirección, la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, refuerza las funciones de 
una figura que ya era esencial para el funcionamiento de los órganos judiciales, pero que ahora 
adquiere, si cabe, una mayor importancia: el decano, que pasa a denominarse, conforme a la 
nueva normativa, presidente del Tribunal de Instancia.

Entre sus nuevas atribuciones destaca la función de coordinación interna. El presidente del Tri-
bunal de Instancia no solo representa a su órgano jurisdiccional, sino que también asume la res-
ponsabilidad de impulsar la unidad de criterios y la coherencia de las prácticas judiciales entre 
los distintos jueces, juezas, magistrados y magistradas que integran el tribunal. Esta función, tal y 
como establece la ley, debe ejercerse con pleno respeto a la independencia judicial, que constituye 
un principio irrenunciable de nuestro Estado de Derecho. Pero ello no impide que se promueva 
la armonización de enfoques, la eliminación de disfunciones organizativas y la identificación de 
buenas prácticas compartidas.

La finalidad última de esta labor coordinadora no es otra que reforzar la seguridad jurídica, que es 
un valor esencial en cualquier sociedad democrática. La ciudadanía tiene derecho no solo a una 
justicia independiente y profesional, sino también a una justicia previsible, coherente y compren-
sible. La labor del presidente del Tribunal de Instancia será, en este sentido, determinante para 
contribuir a una mayor confianza social en nuestras instituciones judiciales.

Además, esta tarea de coordinación se proyecta también hacia el ámbito de la Oficina Judicial. 
Como nexo entre los jueces y los directores de los servicios comunes, el presidente del Tribunal de 
Instancia se convierte en una figura clave para garantizar la fluidez de las relaciones con la Oficina 
Judicial y promover así la adecuación de los medios a las necesidades del tribunal.

Las funciones de los presidentes de los Tribunales de Instancia se extienden, pues, a todas las ver-
tientes de la vida del órgano judicial: su representación institucional, organización interna y rela-
ción con la ciudadanía al oír las quejas que les puedan hacer llegar las personas interesadas en las 
causas. Una figura que aúna conocimientos técnicos, capacidad de gestión y visión institucional. 

En los tribunales con dos o más secciones y al menos doce plazas judiciales, se nombrarán, ade-
más, presidentes de Sección en aquellas secciones que estén integradas por ocho o más plazas 
judiciales (artículo 84.3 LOPJ). Los presidentes de Sección asumen funciones similares a las de los 
presidentes de los Tribunales de Instancia, pero dentro de su área de competencia.

Los resultados ya están siendo visibles en determinados Tribunales de Instancia en los que sus 
presidentes ya han asumido las nuevas funciones, con una clara mejora de la eficiencia del siste-
ma. Por un lado, con la unificación de criterios, lo que permite incrementar la seguridad jurídica y, 
por otro, con la creación de especialidades que permiten mejorar el funcionamiento del tribunal, 
incluso modificando criterios de reparto (por ejemplo, en procedimientos monitorios o de fami-
lia). El derivar estos asuntos a jueces especializados redunda en un mejor servicio a la ciudadanía 
en temas sensibles, como familia, o una homogenización y especialización en temas como las 
reclamaciones económicas, que redunda en un mejor funcionamiento general, al liberar de estas 
cuestiones al resto de plazas que no se especializan. 
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4.3.	 Aumento de la eficiencia en el diseño de la planta judicial: el ejemplo 
del Real Decreto 422/2025, de 3 de junio

Una de las innovaciones más relevantes del nuevo modelo organizativo es la flexibilidad en el 
diseño de la planta judicial. Esta estructura permite detectar las necesidades concretas de cada 
Tribunal de Instancia y dotar las plazas judiciales precisas, sin necesidad de crear toda la estructura 
de un juzgado tradicional. Asimismo, posibilita la creación de plazas de letrados y letradas de la 
administración de justicia o de cuerpos generales, desvinculándolas de la creación de un órgano 
judicial completo. 

Este enfoque ha comenzado a materializarse con el Real Decreto 422/2025, de 3 de junio, por el 
que se dotan nuevas plazas en Secciones de Violencia sobre la Mujer, se crean Secciones de Vio-
lencia contra la Infancia y la Adolescencia, y se amplía y modifica la plantilla orgánica del Ministe-
rio Fiscal. Este real decreto dota 50 nuevas plazas en Secciones de Violencia sobre la Mujer (42 de 
nueva creación y 8 derivadas de la transformación de plazas de Secciones de Instrucción), 42 nue-
vas plazas de fiscal y 3 nuevas plazas en Secciones de Violencia contra la Infancia y la Adolescencia.

Este redimensionamiento de la planta judicial responde a la asunción de la nueva competencia en 
materia de violencia sexual por las Secciones de Violencia sobre la Mujer, que entró en vigor el pa-
sado 3 de octubre. La decisión se ha sustentado en un exhaustivo análisis de las cargas de trabajo 
de esos órganos judiciales. Un análisis de datos en el que ha sido fundamental la colaboración de 
las comunidades autónomas con competencias asumidas, resultando un ejemplo más del éxito de 
la cogobernanza en materia de justicia. Del mismo modo, la implicación del Consejo General del 
Poder Judicial y de la Fiscalía General del Estado en este proyecto ha sido determinante.

Gracias a este estudio, se han adoptado decisiones basadas en criterios objetivos para la creación 
y transformación de plazas, con el fin de garantizar la mejor atención a las víctimas de violencia 
de género y violencia sexual. Así, en aquellos partidos judiciales en los que mediante la trans-
formación de una plaza de la Sección de Instrucción resultaba una distribución equilibrada de la 
carga de trabajo entre esta y la Sección de Violencia sobre la Mujer, se ha optado por esta vía. En 
aquellos casos en que esta alternativa resultaba insuficiente, se ha optado por la creación de una 
nueva plaza.

Este nuevo sistema de dotación de plazas está contribuyendo ya a una gestión más eficiente de los 
recursos disponibles, y se prevé que continúe mejorando la capacidad de respuesta del sistema 
judicial en el futuro.

5.	Oficina Judicial

El artículo 435.1 LOPJ define la Oficina Judicial como la “organización de carácter instrumental que 
sirve de soporte y apoyo a la actividad jurisdiccional de jueces y tribunales”. Con la nueva regula-
ción, cada Tribunal de Instancia cuenta con una Oficina Judicial, que le presta todos los servicios 
comunes y ofrece un soporte integral, sin distinciones entre secciones, plazas judiciales u órdenes 
jurisdiccionales, con el fin de garantizar una respuesta homogénea, más ágil y coordinada.
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La organización del personal al servicio de la administración de justicia deja, pues, de estar vincu-
lada a la figura del juez. Cada juez no tiene unos funcionarios concretos adscritos, sino que existe 
una única Oficina Judicial que presta servicio a todos los jueces indistintamente. Todo el personal 
al servicio de la administración de justicia está integrado en una estructura única, lo que permite 
construir un sistema más flexible, facilitando una distribución más equitativa de la carga de traba-
jo, una mayor especialización y una mejora en los tiempos de respuesta.

Debe destacarse que se crea por primera vez una estructura jerárquica, con distintos niveles e 
incentivos. Hasta ahora, los funcionarios, funcionarias, letrados o letradas de la administración de 
justicia de un partido judicial tenían todos (en sus respectivos niveles) una relación horizontal. La 
nueva estructura crea las direcciones de servicios y jefaturas de áreas y equipos, a los que se ac-
cede por libre designación o concurso específico, valorando la singular preparación de la persona 
candidata para el puesto. Esto supone un salto cualitativo en la eficiencia y un importante incenti-
vo para el desarrollo de unos profesionales que, hasta ahora, se encontraban en unas estructuras 
más planas con escasas oportunidades de promoción. Además, la creación de equipos especia-
lizados (en la realización de videoconferencias, en la ejecución, en los procesos monitorios…), 
permite superar el modelo en el que “todo el mundo tiene que hacer de todo” (desde el registro, 
la atención a usuarios, o la ejecución del proceso), pasando a un modelo de especialización por 
áreas, que optimiza el uso de los recursos disponibles. 

La Oficina Judicial, cuya implantación es simultánea a la de los Tribunales de Instancia, de confor-
midad con la disposición transitoria quinta de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, asume todos 
los servicios que hasta ahora prestaban las secretarías de los juzgados. Para ello, cuenta al menos 
con el Servicio Común de Tramitación, una unidad que realiza todas las funciones requeridas para 
la ordenación del procedimiento. 

Cuando se trata del único servicio común de la Oficina Judicial, el Servicio Común de Tramitación 
asume la ordenación de los procedimientos, asegurando que los trámites se realicen en tiempo y 
forma; la asistencia a jueces, juezas, magistrados y magistradas, proporcionando el apoyo nece-
sario en el ejercicio de sus funciones; el registro y reparto de expedientes, evitando acumulacio-
nes y distribuyendo los asuntos de manera equitativa; el auxilio judicial nacional e internacional, 
facilitando la cooperación entre distintas jurisdicciones; la ejecución de resoluciones judiciales, 
asegurando que los fallos se cumplan de manera efectiva; y la gestión de la jurisdicción voluntaria 
y mecanismos alternativos de solución de conflictos, agilizando determinados procedimientos.

Cuando el volumen de trabajo es especialmente elevado, los servicios comunes se dividen en 
distintas estructuras. De esta forma, se crean servicios comunes procesales que asumen funciones 
específicas dentro de la Oficina Judicial. Este es el caso del Servicio Común General, que es la 
unidad encargada de llevar a cabo cometidos centralizados de gestión y apoyo transversales; y 
el Servicio Común de Ejecución, que es la unidad encargada de llevar a cabo la ejecución de los 
procedimientos judiciales. Y, por debajo de estas estructuras, están los equipos de trabajo.

Es decir, en función del tamaño del partido judicial y el volumen de actuaciones, la Oficina Judicial 
puede responder a los siguientes modelos de referencia diferentes, que fueron aprobados en la 
Conferencia Sectorial de la Administración de Justicia en 2022:
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A.	 Modelo A: conformado únicamente por el Servicio Común de Tramitación, que asume 
todas las funciones antes expuestas.

B.	 Modelo B: compuesto por el Servicio Común de Tramitación y el Servicio Común General, 
que asume las funciones de gestión y apoyo transversales.

C.	 Modelo C: integrado por el Servicio Común de Tramitación, el Servicio Común General y 
el Servicio Común de Ejecución, en el que este último asume la ordenación de los procesos 
de ejecución. En este caso, además, los diferentes Servicios Comunes podrán dividirse en 
diferentes áreas que, a su vez, pueden subdividirse en equipos para la mejor ordenación 
del trabajo.

D.	 Modelo D: modelo de oficina judicial integrada por el Servicio Común General, el Servicio 
Común de Tramitación de la Audiencia Nacional, el Servicio Común de Tramitación del 
Tribunal Central de Instancia y el Servicio Común de Ejecución.

En el ámbito de las comunidades autónomas con competencias no transferidas, la estructura con-
creta de la Oficina Judicial de cada Tribunal de Instancia se encuentra desarrollada en la Resolu-
ción de 5 de marzo de 2025, de la Secretaría General para la Innovación y Calidad del Servicio 
Público de Justicia, por la que se Acuerda el diseño y estructura de la oficina judicial para los Tri-
bunales colegiados y Tribunales de Instancia conforme a las previsiones contenidas en la Ley Or-
gánica 1/2025, de 2 de enero, de medidas en materia de eficiencia del Servicio Público de Justicia.

Dentro de la Oficina Judicial, la dirección de los servicios comunes recae en los letrados y letradas 
de la Administración de Justicia, quienes tienen bajo su supervisión al resto del personal y letrados 
y letradas que conforman la organización, se trata por tanto de un puesto clave en la nueva orga-
nización. Sus funciones incluyen la coordinación del equipo de letrados y letradas en sus labores 
técnico-procesales, la implementación de órdenes y directrices de sus superiores y la garantía del 
cumplimiento estricto de las decisiones adoptadas por los jueces y juezas.

Además, dentro de cada Servicio Común pueden establecerse jefaturas de área y equipos, que 
están ocupadas por funcionarios del cuerpo de letrados de la Administración de Justicia y de los 
cuerpos generales al servicio de la administración de justicia. Este esquema organizativo permite 
una mayor especialización y una gestión más eficiente de los procedimientos, favoreciendo la 
operatividad de la Oficina Judicial. Asimismo, permite un mayor desarrollo de la carrera profesio-
nal, que ha sido una demanda constante del personal al servicio de la administración de justicia.

La concreta forma de funcionamiento de cada Oficina Judicial se encuentra definida en los proto-
colos de actuación, que determinan qué se debe hacer, cómo hacerlo, quién lo debe ejecutar y las 
pautas para coordinar y optimizar las actividades. Elaborados por las Secretarías de Coordinación 
Provincial y aprobados por la Secretaría de Gobierno correspondiente, estos protocolos organizan 
y distribuyen la actividad de cada oficina en función de la estructura aprobada por la administra-
ción competente. Además, incluyen manuales de organización que establecen principios de jerar-
quía, división de funciones, coordinación, eficiencia en la gestión y calidad del servicio. 
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Entre los elementos clave de estos protocolos se encuentran la definición de la estructura orga-
nizativa de la Oficina Judicial, la distribución de responsabilidades, los catálogos de actividades y 
procesos de gestión, así como los flujos de tramitación procesal. Asimismo, contemplan mecanis-
mos de cooperación interna y externa, asegurando una comunicación efectiva con otras entidades 
y profesionales del ámbito judicial. 

Con esta metodología, se reduce la incertidumbre, se evita la improvisación y se establecen direc-
trices objetivas y homogéneas para la toma de decisiones. La correcta documentación y actualiza-
ción de estos protocolos garantiza la estabilidad del modelo organizativo y su adaptación a las ne-
cesidades operativas en cada momento. Además, estos protocolos son públicos y se han difundido 
por el Ministerio y por las comunidades autónomas en las páginas web y portales informativos.

Con idéntica intención de dar seguridad jurídica a los letrados, letradas y al personal al servicio 
de la administración de justicia, a los profesionales y a la ciudadanía que se relacionan con los 
órganos judiciales en esta nueva organización, se dictó la Instrucción 1/2025, de 27 de junio, de 
la Secretaría General de la Administración de Justicia para la adecuada coordinación de la acti-
vidad de la oficina judicial con los órganos judiciales. Esta instrucción concreta las funciones de 
coordinación de los letrados y letradas directores de los Servicios Comunes de Tramitación con los 
órganos judiciales a los que presta apoyo, las de dirección y organización de la Oficina Judicial, así 
como las de dirección técnico-procesal de todo el personal que presta servicios en ella atribuidas 
al personal del cuerpo de letrados de la administración de justicia.

Las ventajas que se derivan de ese nuevo sistema organizativo son manifiestas, especialmente en 
partidos judiciales de mayor dimensión, donde se potencia la profesionalización y especialización 
de los servicios. Mientras que en el modelo anterior el funcionamiento del juzgado podía verse 
comprometido, por ejemplo, por el desempeño individual del funcionario encargado de las no-
tificaciones, el nuevo sistema establece equipos específicos con responsables designados, lo que 
garantiza una gestión más eficiente y coordinada. Además, se ha logrado una mejora sustancial 
en términos de equidad entre órganos judiciales: datos objetivos evidencian que, en un mismo 
partido judicial, algunos juzgados acumulaban hasta 540 procesos pendientes de ejecución frente 
a otros con apenas cinco. Con la implementación del nuevo modelo, la pendencia se ha redu-
cido en aproximadamente un 80 % en materia de ejecución gracias a la creación de unidades 
especializadas, logrando así una distribución más homogénea de la carga de trabajo y evitando 
desequilibrios significativos.

6.	Oficinas de Justicia en el municipio 

La Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, crea también las Oficinas de Justicia en el Municipio, que 
sustituyen a los juzgados de paz y amplían las funciones que estos tenían para convertirse en un 
punto de contacto directo entre la ciudadanía y la administración de justicia, con lo que se mejora 
su accesibilidad. Al integrar herramientas tecnológicas avanzadas, estas oficinas simplifican los 
procedimientos y reducen los tiempos en la tramitación de los expedientes. Todo ello permite una 
gestión más eficiente de los recursos disponibles y, por consiguiente, una notable agilización en la 
resolución de los procedimientos. 
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Las Oficinas de Justicia en el Municipio prestan novedosos servicios, esenciales para garantizar 
una justicia de proximidad. Tienen conexión con los tribunales, de forma que desde las Oficinas 
de Justicia en el Municipio se conectan con los tribunales de manera segura y con plenas garantías 
jurídicas. Esto evita desplazamientos para participar en actuaciones procesales, consultar informa-
ción y obtener copias de procedimientos judiciales, o recibir notificaciones, citas o emplazamien-
tos judiciales. 

Esta función facilita la realización de los trámites para cualquier ciudadano, pero cobra una es-
pecial importancia en el caso de víctimas de delitos como, por ejemplo, violencia de género o 
violencia sexual. En un momento de gran vulnerabilidad, las víctimas pueden prestar declaración 
desde un entorno conocido e igualmente seguro, evitando desplazamientos, y facilitando que 
puedan ser acompañadas por alguna persona de su confianza. Todo ello redunda en una menor 
victimización secundaria derivada del proceso judicial.

Igualmente, las Oficinas de Justicia en el Municipio facilitan la obtención de certificados de justicia, 
permitiendo gestionar por medios telemáticos certificados como los de antecedentes penales, 
delitos de naturaleza sexual o últimas voluntades; realizar solicitudes, como la cancelación de 
antecedentes penales; o registrar documentación. 

Están también interconectadas con el Registro Civil, garantizando, además, la privacidad de los da-
tos. Desde ellas se pueden obtener certificados de matrimonio, nacimiento o defunción; tramitar 
expedientes; recibir documentos; y realizar videoconferencias con las unidades del Registro Civil. 

Por último, prestan servicios complementarios de justicia, como llevar a cabo videoconferencias 
seguras y privadas con organismos relacionados con la justicia, como las Oficinas de Asistencia a 
las Víctimas del Delito, las gerencias territoriales del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Rela-
ciones con las Cortes, y los servicios de orientación jurídica prestados por colegios profesionales. 

En las comunidades autónomas competencia del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones 
con las Cortes (Castilla y León, Castilla-La Mancha, Extremadura, Baleares y Murcia) y en las ciu-
dades autónomas de Ceuta y Melilla, todos estos servicios son una realidad, puesto que ya se ha 
dotado de todos los medios tecnológicos necesarios para el despliegue de estas funciones y su uso 
está resultando muy exitoso gracias a la existencia del expediente judicial electrónico o el nuevo 
sistema de registro civil. Al no existir papel, el expediente no está físicamente en ningún sitio (no 
está almacenado en cajas en la audiencia provincial, por ejemplo), lo que significa que puede 
estar en todos los sitios (el acceso digital es igual desde la capital de provincia o desde cualquier 
municipio). Desde mediados de junio hasta mediados de octubre de 2025 se han realizado más 
de 45.000 trámites procesales desde las Oficinas de Justicia en el Municipio. 45.000 trámites que 
no han requerido desplazamientos, con el consiguiente beneficio para los interesados y también 
el impacto positivo en materia medioambiental.
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7.	 Proceso de implantación del nuevo modelo 
organizativo

La transición desde el sistema tradicional de juzgados unipersonales dotados cada uno de ellos 
de su secretaría hacia el nuevo modelo organizativo basado en los Tribunales de Instancia con 
una única Oficina Judicial en cada uno está requiriendo abordar diversos cambios estructurales 
y funcionales. Con el fin de garantizar una implantación eficaz, alineada con los objetivos de la 
ley, desde el Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes se han desplegado 
diversas líneas de trabajo a lo largo de 2025. Se trata de las siguientes:

i.	 Adaptaciones de los espacios físicos: cada comunidad autónoma ha optado por su propio 
modelo. En el caso del territorio competencia del Ministerio, ha consistido en la redistri-
bución de los espacios de trabajo para crear zonas que favorezcan la colaboración entre 
los distintos operadores jurídicos y permitan una mejor integración de los servicios comu-
nes. Esta reorganización espacial no se ha basado en grandes obras ni en inversiones de 
gran envergadura, sino en actuaciones puntuales y estratégicas que han permitido adaptar 
las infraestructuras actuales a las necesidades funcionales del nuevo modelo. Así, se han 
realizado pequeñas inversiones que tienen un alto impacto en la mejora del entorno de 
trabajo, como la redistribución del mobiliario, la adaptación de la señalética y la creación 
de espacios polivalentes que pueden ser utilizados para reuniones, atención al público o 
gestión administrativa. 

Además, esta reorganización espacial está alineada con los principios de sostenibilidad y 
racionalización del gasto público, ya que permite optimizar el uso de los edificios judiciales 
existentes sin necesidad de construir nuevas infraestructuras. La implantación progresiva 
de los Tribunales de Instancia está siendo acompañada por un esfuerzo de planificación 
que tiene en cuenta las características específicas de cada partido judicial, adaptando las 
soluciones espaciales a las condiciones locales y garantizando que la transición se realice 
de forma ordenada y eficaz. 

ii.	 Adaptaciones en los sistemas de información: se centra en la actualización y adaptación 
de las plataformas y sistemas tecnológicos, así como los sistemas de gestión procesal. El 
objetivo es garantizar la interoperabilidad, la seguridad de los datos y la eficiencia en los 
procesos, facilitando la transición digital y el acceso ágil a la información relevante para la 
toma de decisiones.

iii.	 Modificaciones reglamentarias y acoplamiento del personal: este proyecto aborda la re-
visión y actualización de la normativa interna y los procedimientos administrativos, ase-
gurando su alineación con los principios y objetivos de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de 
enero. Incluye la elaboración de nuevos reglamentos y la adaptación de los existentes para 
dar soporte legal al nuevo modelo organizativo.

Entre estas reformas, cabe destacar la llevada a cabo para facilitar el proceso de acopla-
miento del personal al servicio de la administración de justicia, que se encuentra desarro-
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llado en el Real Decreto 530/2025, de 24 de junio, por el que se adoptan las disposiciones 
organizativas y estatutarias del personal de la Administración de Justicia necesarias para 
implementar en las Oficinas Judiciales y en las Oficinas de Justicia en el Municipio el mo-
delo de organización judicial establecido por la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, de 
medidas en materia de eficiencia del Servicio Público de Justicia.

En relación con ello, me gustaría subrayar que, en el marco de la correspondiente ne-
gociación sindical, se han aprobado ya el 100 % de las relaciones de puestos de trabajo 
correspondientes a los Tribunales de Instancia del ámbito competencial del Ministerio y el 
100 % de las correspondientes a letrados de la administración de justicia de comunidades 
autónomas con competencias transferidas. Esto se traduce en un total de 12.000 puestos 
reconfigurados: más de 8.500 plazas de personal de los cuerpos generales ubicados en 
los 112 Tribunales de Instancia de territorio ministerio, y más de 3.500 letrados y letradas 
de la Administración de Justicia que están en los 319 Tribunales de Instancia ubicados en 
las comunidades autónomas con las competencias transferidas.

iv.	 Formación específica: consiste en el diseño e implementación de programas formativos 
dirigidos al personal implicado en la transición. El objetivo es dotar a los equipos de las 
competencias y conocimientos necesarios para desempeñar sus funciones en el marco del 
nuevo modelo, promoviendo la cultura del cambio y la mejora continua. En esta línea de 
trabajo se encuadra la formación impartida en formato presencial en todos y cada uno de 
los partidos judiciales incluidos en el ámbito competencial del Ministerio. Unas sesiones de 
formación que han permitido también que el personal al servicio de la administración de 
justicia pueda trasladar sus dudas e inquietudes ante un cambio tan importante. Además, 
se están realizando sesiones divulgativas para operadores jurídicos, así como cartelería y 
dosieres informativos que facilitan la comprensión del nuevo modelo por la ciudadanía.

v.	 Documentación organizativa: este proyecto implica la elaboración y actualización de pro-
tocolos de actuación, manuales organizativos y guías que definan los procesos, roles y 
responsabilidades en la nueva estructura.

8.	Valoración del nuevo modelo 

8.1.	 Implantación uniforme en todo el territorio nacional

Uno de los primeros indicadores del éxito del nuevo modelo organizativo introducido por la Ley 
Orgánica 1/2025, de 2 de enero, es su implantación satisfactoria y uniforme en todo el territorio 
nacional. Esta afirmación, que podría parecer una obviedad, merece ser destacada en un Estado 
descentralizado como el español, especialmente si se compara con la experiencia previa de la 
Nueva Oficina Judicial (NOJ), cuya implementación fue limitada y profundamente desigual entre 
comunidades autónomas.

La NOJ fue introducida por Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre, y revalidada en el año 
2009, con la promulgación de la Ley Orgánica 1/2009, de 3 de noviembre, complementaria de 
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la Ley de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina judicial, por 
la que se modifica la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, y por la Ley 13/2009, 
de 3 de noviembre, de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina 
Judicial. A pesar de este marco normativo ambicioso, la NOJ no logró consolidarse como modelo 
organizativo generalizado. Su despliegue fue muy desigual, escaso y fragmentado, sin que llegara 
siquiera a iniciarse su implantación en muchas comunidades autónomas. 

En contraste, el nuevo modelo organizativo de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, está siendo 
implantado de forma coordinada, homogénea y sin fisuras en todo el Estado. Un dato revelador 
es que ninguna comunidad autónoma ha solicitado la prórroga prevista en la disposición transi-
toria quinta de la ley, que permite aplazar el establecimiento de las Oficinas Judiciales en caso de 
circunstancias excepcionales relacionadas con infraestructuras o medios tecnológicos. La norma 
establece que “la Conferencia Sectorial de Administración de Justicia podrá también aprobar, a 
propuesta de alguno de sus miembros, una fecha diferente para el establecimiento de alguna de las 
oficinas judiciales si, a la fecha de constitución de los tribunales de instancia prevista en la disposi-
ción transitoria primera concurren circunstancias excepcionales relativas a las infraestructuras o los 
medios tecnológicos que lo justifiquen”.

La ausencia de solicitudes de prórroga refleja no solo una mejor planificación institucional, sino 
también una mayor madurez tecnológica y organizativa del sistema judicial español. Este éxito 
inicial es fruto de una cogobernanza efectiva, de una estrategia de implantación escalonada y de 
una voluntad compartida entre el Estado y las comunidades autónomas.

8.2.	 Agilización en la tramitación de los procedimientos

El nuevo modelo organizativo introducido por la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, está demos-
trando su eficacia desde los primeros pasos de su implantación, especialmente en lo que respecta 
a la especialización funcional de la Oficina Judicial. Esta especialización y dirección única permite 
una optimización de recursos, una homogeneización de prácticas y una notable agilización en la 
tramitación de los expedientes, todos ellos objetivos largamente perseguidos por las reformas 
judiciales en España.

Transcurridos unos pocos meses desde la implantación de las primeras fases, los primeros datos 
son positivos y revelan que la unificación de la Oficina Judicial permite optimizar los recursos dis-
ponibles y agilizar notablemente la tramitación. Por ejemplo, según los datos del Servicio Común 
de Ejecución del Tribunal de Instancia de Illescas, la pendencia en la incoación de procedimientos 
ejecutivos se ha reducido de manera muy significativa desde que el 1 de julio de 2025 se implan-
tara el nuevo modelo organizativo. Concretamente, se ha pasado de un total de 1.404 asuntos 
pendientes de incoación en julio de 2025 a 231 el 25 de septiembre de 2025, incluidas las nuevas 
entradas producidas durante ese periodo. 

Esta optimización se debe, entre otras causas, a que mientras en el pasado era frecuente encontrar 
varios auxilios judiciales de distintos juzgados que realizaban notificaciones en calles cercanas el 
mismo día, duplicando esfuerzos y generando ineficiencias, hoy esa tarea se organiza de forma 
conjunta, liberando tiempo y recursos para otras funciones esenciales.
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Esta mayor eficiencia redundará también en el desempeño de jueces, juezas, magistrados y ma-
gistradas que, al quedar liberados de tareas no jurisdiccionales que habitualmente desarrollaban, 
podrán centrar todo su esfuerzo en la función que les atribuye la Constitución: juzgar y hacer 
ejecutar lo juzgado.

9.	Conclusión

La Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, representa una reforma estructural sin precedentes en la 
organización judicial española, al sustituir el modelo de juzgados unipersonales por una arquitec-
tura colegiada basada en los Tribunales de Instancia, la Oficina Judicial y las Oficinas de Justicia en 
el Municipio. Esta transformación, articulada sobre los principios de eficiencia, flexibilidad, homo-
geneidad y digitalización, ha comenzado a mostrar resultados tangibles en términos de agilización 
procesal, optimización de recursos y mejora en la atención a la ciudadanía.

La implantación uniforme en todo el territorio nacional, la cogobernanza efectiva entre adminis-
traciones, y la implicación activa de todos los operadores jurídicos han sido claves para el éxito ini-
cial del modelo. Asimismo, la reorganización del personal y la creación de nuevas oportunidades 
de desarrollo profesional refuerzan la sostenibilidad del sistema a largo plazo.

En definitiva, el nuevo modelo organizativo adapta la estructura judicial a las necesidades de la 
sociedad actual, repercutiendo directamente en la calidad del servicio público de justicia, que se 
acerca así a los estándares de agilidad, transparencia y eficacia que demanda la ciudadanía en el 
siglo xxi.




